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sancionador donde, de resultar probada su responsabilidad, dará lugar a la imposición 
de sanción económica desde 3.000 € (TRES MIL EUROS) hasta 5.999€ (CINCO MIL 
NOVECECIENTAS NOVENTA Y NUEVE EUROS). La continuada desatención podrá 
dar lugar, asimismo, a la iniciación de expediente expropiatorio de dicha finca o a la 
adopción de cualesquiera otras medidas previstas en los arts. 151 y 152 de la LOUA.
	 Contra el acuerdo de requerimiento de ejecución de obras de ornato 
podrá interponer Recurso Potestativo de Reposición en el plazo de UN MES, ante 
este Ayuntamiento o Recurso Contencioso-Administrativo ante el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo con sede en Cádiz, en el plazo de DOS MESES, ambos 
contados a partir del día siguiente a aquél en que reciba esta notificación, no pudiendo 
simultanear ambos Recursos y sin perjuicio de cualquier otro que estime procedente. 
Asimismo se informa que el expediente completo se encuentra a disposición de los 
interesados en el Servicio de Urbanismo de este Ayuntamiento, sito en Plaza de San 
Juan de Dios s/n, durante el plazo de 15 días a contar desde el siguiente a la publicación 
de este anuncio en el B.O.P.
	 Asimismo se informa que el expediente completo se encuentra a disposición 
de del interesado en el Servicio de Urbanismo de este Ayuntamiento, sito en la c/ 
Sopranis nº 10, durante el plazo de 15 días a contar desde el siguiente a la publicación 
de este anuncio en el B.O.P.
	 Lo que se hace público a los efectos dispuestos en los citados artículos 59 
y 61 de la Ley 30/92 modificada por la Ley 4/99.
	 Cádiz, a 28 de mayo de 2013. EL SECRETARIO GENERAL, Por delegación. 
Fdo.: Lourdes Álvarez Jurado				           Nº 38.180

___________________

Ayuntamiento de Sanlucar de Barrameda
ANUNCIO

	 Se encuentran en el Depósito Municipal, por un periodo superior a los dos 
meses, los vehículos que a continuación se relacionan, no pudiéndose notificar el acta 
de “vehículo en presunto estado de abandono” correspondiente a sus titulares en el 
último domicilio conocido,  por lo cual se realiza el presente anuncio de exposición al 
público por un plazo de quince días, transcurrido el cual sin que se tengan noticias de 
sus dueños, se entenderán como RESIDUO SOLIDO URBANO y se seguirá el trámite 
legal para su desguace, así como para su baja en donde proceda, según lo establecido 
en el Art. 71, de la Ley de Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, 
modificada por la Ley 11/1999, de 21 de Abril.
REGISTRO Nº	 MATRICULA	 MARCA Y MODELO	 TITULAR	 DNI
692........................CA-5698-BK...........SEAT CORDOBA...........  LUIS GONZALEZ MARTINEZ.......................44033649
713........................C-6097-BRC............PIAGGIO VESPA............SEBASTIAN GONZALEZ RODRIGUEZ.....31597739-V
714........................C-7096-BBR............SUZUKI AP 50................JOSUE VIDAL MERINO...............................49038973-Y
716........................SE-0867-CK............RENAULT TWINGO......MANUEL MUÑOZ ALVAREZ...................... 27964726-S
720........................C-9893-BKD...........PIAGGIO VESPINO.......FRANCISCO PEREZ ALBARRAN...............31610930-Y
727........................M-1249-WZ.............CITROEN........................MANUEL PEREGRINA NAVARRO.............44179980-Q
	 Sanlúcar de Barrameda a 23 de Mayo de 2013. EL JEFE DE LA UNIDAD 
DE MOVILIDAD. Fdo. Ricardo Romero Jiménez.		        Nº 38.223

___________________

Ayuntamiento de La Puebla de Cazalla
sevilla
EDICTO

	 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 y 61 de la Ley 30/1992, 
de 26 de Noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común (BOE Nº 285, de 27 de Noviembre de 1992), 
se hace pública notificación de la iniciación de los expedientes sancionadores que se 
indican, instruidos por esta Alcaldía, a las personas o entidades denunciadas que a 
continuación se relacionan, ya que habiéndose intentado la notificación en el último 
domicilio conocido, esta no se ha podido practicar.
	 Los correspondientes expedientes obran en la Secretaría General de este 
Ayuntamiento ante la cual les asiste el derecho de alegar por escrito lo que en su 
defensa estime conveniente, con aportación o proposición de las pruebas que consideren 
oportunas, dentro del plazo de quince días hábiles, contados desde el siguiente al de la 
publicación del presente en el Boletín Oficial de la Provincia.
	 Transcurrido dicho plazo sin que se haya hecho uso del derecho para formular 
alegaciones y/o aportar o proponer pruebas, se dictarán las oportunas Resoluciones.
Expediente	 DNI/CIF	 Nombre	 PRECEPTO	 CUANTÍA
232 / 2013......... 31241398-S................ JOSÉ ANTONIO JIMÉNEZ GÓMEZ........30.2.............................................18 Euros 
	 La Puebla de Cazalla a 28 de mayo de 2013. EL ALCALDE. Fdo: Antonio 
Martín Melero					            Nº 38.224

___________________

AYUNTAMIENTO DE EL PUERTO DE SANTA MARIA
EDICTO. ACUERDO DE INICIACION EXPEDIENTE SANCIONADOR 

(SEGURIDAD CIUDADANA)
	 De conformidad con lo dispuesto en los  artículos 59.5 y 61 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común se hace pública notificación de la iniciación 
de los expedientes sancionadores que se indican, instruidos por el Excmo. Ayuntamiento 
de El Puerto de Santa María (Cádiz), a las personas o entidades que a continuación se 
relacionan, ya que habiéndose intentado la notificación en el último domicilio conocido, 
ésta no se ha podido practicar. 
	 Competencias:
- Instrucción: D. Antonio Olmo Castañeda, Jefe de Sección de Expedientes Sancionadores. 
- Resolución: El Concejal-Delegado de Policía Local y Protección Civil es el órgano 
competente para resolver este expediente sancionador en uso de las facultades conferidas 
por el artículo 29.2 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, de Protección de la 
Seguridad Ciudadana (BOE 22/02/1992) así como por el Decreto número 7565 del  
Iltmo. Sr. Alcalde Presidente de este ayuntamiento, de fecha 13/06/2011, de delegación 

de competencias (BOP. nº 121 de 28/06/2011). 
	 Alegaciones:  Los correspondientes expedientes obran en la Sección de 
Expedientes Sancionadores de la Jefatura de la Policía Local y de conformidad con 
lo establecido en el artículo 16.1 del Real Decreto 1398/1993, dispone de un plazo 
de quince días hábiles, a partir del siguiente al de la publicación del presente en el 
Boletín Oficial de la Provincia de Cádiz, para aportar cuantas alegaciones, documentos 
o informaciones estime convenientes y, en su caso, proponer prueba concretando los 
medios de que pretenda valerse. De no efectuar alegaciones sobre el contenido de 
este acuerdo de iniciación en dicho plazo, tal iniciación será considerada Propuesta de 
Resolución, según señala el artículo 13.2 del Real Decreto 1398/1993, con los efectos 
previstos en los arts. 18 y 19 del mismo.
EXPTE.	 DENUNCIADO	 DNI/NIE	 LOCALIDAD	 FECHA	 SANC	 LEY	 ART
48/13............D. Purificación del C. Gordillo Mendez............31.678.335-K....... Jerez de la F. .....31/03/2013.......100 €.............1/1992............................ 26.i
	 El Puerto de Santa María a 30 de mayo de 2013. EL CONCEJAL-
DELEGADO DE POLICIA LOCAL Y PROTECCION CIVIL. Fdo. D. Carlos Coronado 
Rosso.						             Nº 38.233

___________________

Ayuntamiento de Algodonales
NOTIFICACION POR MEDIO DE ANUNCIO 

	 Intentada la notificación personal al ciudadano europeo abajo indicado, 
ésta ha resultado fallida por encontrarse ausente, procede, por lo tanto y de acuerdo 
con lo previsto en el art. 59 de la Ley 30/92 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Común, la publicación del 
presente anuncio en el B.O.P., a fin de que en el plazo de quince días hábiles pueda 
comparecer el interesado en el negociado de Estadística de este Ayuntamiento, con el 
fin de confirmar su residencia efectiva en la localidad y, en su caso ratificar o modificar 
los datos de su inscripción en el Padrón de Habitantes. En caso contrario, procederá 
a tramitar su baja de oficio, por inscripción indebida, conforme con lo indicado en 
el Art. 72 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades 
Locales, aprobado por el R.D. 1690/1986, el 11 de Julio, en su redacción dada por el 
R.D. 2612/1996, de 20 de Diciembre.-
	 NOMBRE: ANNIKA GOTTLICHER
	 Domicilio padronal: Cabeza de los Ajos (Pol 15 – parc 255)
	 Algodonales, a 24 de Mayo de 2.013. EL ALCALDE, Fdo.: Antonio S. 
Acuña Racero					            Nº 38.235

___________________

Ayuntamiento de Tarifa
EDICTO

	 Finalizado el periodo de información pública del expediente núm. A-9/2013, 
relativo a la ORDENANZA MUNICIPAL REGULADORA DE LAS CONDICIONES 
MÍNIMAS DE HABITABILIDAD Y SALUBRIDAD DE LAS EDIFICACIONES 
EN SUELO NO URBANIZABLE, no consta en el mismo que se hayan presentado 
reclamaciones ni sugerencias al respecto, por lo que se entiende elevado a definitivo el 
acuerdo hasta entonces provisional de aprobación de la referida Ordenanza, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
bases del Régimen Local, dejando salvadas sendas erratas observadas en el apartado 
1 de su artículo 1 de manera que, donde dice: “salubridad deben” y donde dice “la 
Ley de del Suelo de 1.978”, debe decir: “salubridad que deben” y “la Ley 19/1975, de 
2 de mayo, de reforma de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana”, 
respectivamente. 
	 Y según lo previsto en el artículo 70.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
procede publicar completamente el texto de la Ordenanza (cuya entrada en vigor se 
producirá el día siguiente a su publicación, toda vez que consta en el expediente el 
transcurso del plazo previsto en el artículo 65.2 de la citada Ley, al haberse efectuado 
sendas comunicaciones del citado acuerdo aprobatorio tanto a la Administración del 
Estado, en fecha 15.04.2013, como a la Administración de la Junta de Andalucía, en 
fecha 09.04.2013):
“ORDENANZA MUNICIPAL REGULADORA DE LAS CONDICIONES MÍNIMAS 
DE HABITABILIDAD Y SALUBRIDAD DE LAS EDIFICACIONES EN SUELO 
NO URBANIZABLE
	 La complejidad de los procesos de ocupación del suelo no urbanizable 
a lo largo del tiempo ha dado lugar a una casuística muy variada para las diferentes 
edificaciones que se implantan en esta clase de suelo. La aprobación del Decreto 2/2012, 
de 10 de enero, por el que se regula el régimen de las edificaciones y asentamientos 
existentes en suelo no urbanizable en la Comunidad Autónoma de Andalucía, viene 
a reflejar las diferentes situaciones en que dichas edificaciones pueden encontrarse, 
estableciendo los requisitos esenciales para su reconocimiento por parte del Ayuntamiento 
y su tratamiento por el planeamiento urbanístico. Una de estas situaciones en que pueden 
encontrarse las edificaciones es la de “asimilado al régimen de fuera de ordenación”, 
cuyo reconocimiento por parte del Ayuntamiento pasa por la emisión de la resolución 
correspondiente, para lo que se requiere, además de otros condicionantes, que la 
edificación pueda ser usada, por reunir las condiciones de seguridad, habitabilidad y 
salubridad adecuadas para el uso al que se destina.
	 En este contexto se redacta la presente Ordenanza, que tiene por objeto 
regular las condiciones mínimas de habitabilidad y salubridad que deben alcanzar las 
edificaciones aisladas existentes en suelo no urbanizable, fundamentalmente para su 
aplicación en los procedimientos de reconocimiento de la situación de asimilado al 
régimen de fuera de ordenación y situación legal de fuera de ordenación. Así mismo 
se amplía su aplicación al suelo urbanizable sectorizado (no ordenado) y, al suelo 
urbanizable no sectorizado, para atender la causística propia de dichos suelos.
	 La presente Ordenanza se ajusta a lo regulado en la Normativa Directora 
para el establecimiento de las Normas Mínimas de Habitabilidad previstas en el 
artículo 5 del Decreto 2/2012, de 10 de enero, por el que se regula el régimen de las 
edificaciones y asentamientos existentes en suelo no urbanizable en la Comunidad 
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Autónoma de Andalucía, aprobada por la Orden de 1 de marzo de 2013 de la Consejería 
de Agricultura, Pesca y Medio Ambiente, en la que dicha Normativa queda incorporada 
como Anexo II.
CAPÍTULO I Disposiciones generales
Artículo 1. Objeto y alcance.
1. El objeto de la presente ordenanza es regular las condiciones mínimas en materia 
de habitabilidad y salubridad que deben reunir las edificaciones existentes en suelo 
no urbanizable aplicables en los procedimientos de reconocimiento de la situación de 
asimilado de fuera de ordenación y regularización de las edificaciones terminadas a 
la entrada en vigor de la Ley 19/1975, de 2 de mayo, de reforma de la Ley sobre el 
Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, así como a las edificaciones en situación 
legal de fuera de ordenación.
2. Su ámbito de aplicación se extiende a las citadas edificaciones situadas en suelo 
no urbanizable, suelo urbanizable no sectorizado y suelo urbanizable sectorizado (no 
ordenado).
3. No obstante lo anterior, la presente ordenanza también será de aplicación a las 
edificaciones que se encuentren en ámbitos de Hábitat Rural Diseminado, identificados 
por el Avance de Planeamiento establecido en el apartado 2 del artículo 4 del mencionado 
Decreto 2/2012, de 10 enero, hasta tanto se delimiten y regulen por el Plan General de 
Ordenación Urbanística, en virtud de lo dispuesto en su Disposición Transitoria Tercera.
Artículo 2. Edificación apta para el uso al que se destina.
1. De acuerdo con lo dispuesto en esta ordenanza, se entenderá que una edificación 
terminada (en su estado primitivo, sin haberse realizado obra alguna) resulta apta para el 
uso al que se destina cuando, sin necesidad de ninguna actuación material posterior, o con 
pequeñas intervenciones que no afecten a su estructura, ni modifique su configuración 
estructural o espacial, reúna las siguientes condiciones básicas:
a) Su ubicación no resulta incompatible con otros usos autorizados y puede accederse 
a ella en condiciones de seguridad.
b) Su implantación no genera impactos que supongan riesgos previsibles para las 
personas o bienes.
c) Cuenta con las necesarias condiciones de seguridad estructural y de utilización, 
conforme al uso al que se destina.
d) Reúne condiciones adecuadas de salubridad sin que se vea afectada la salud de las 
personas en su utilización, ni se alteren las condiciones medioambientales de su entorno.
e) Los espacios habitables resultan aptos para el uso al que se destinan por reunir unos 
requisitos mínimos de funcionalidad.
2. La aplicación de este Título se realizará sin perjuicio del cumplimiento de los 
siguientes requisitos:
a) El cumplimiento de las exigencias básicas establecidas en la normativa de edificación 
vigente al momento de la fecha de la terminación de la edificación, con independencia 
de que en la certificación técnica exigida en el procedimiento de reconocimiento se 
acredite que las posibles incompatibilidades quedan debidamente justificadas con las 
medidas que se adoptaron cuando se construyó la edificación.
b) La aplicación de aquellas otras normas exigibles en todo momento que guarden 
relación con las condiciones de seguridad, habitabilidad o salubridad dictadas por 
otros organismos, entidades o Administraciones Públicas.
3. El reconocimiento de que la edificación reúne las condiciones establecidas en materia 
de seguridad, habitabilidad y salubridad, determina la aptitud física de la edificación 
pero no presupone el cumplimiento de los requisitos y condiciones que fueran exigidos 
para autorizar las actividades que en la misma se lleven a cabo. Dichas condiciones son 
las contenidas en las Normas Urbanísticas del Plan General de Ordenación Urbanística 
de Tarifa y en la normativa sectorial que pueda ser de aplicación en cada caso.
Artículo 3. Definición de edificación aislada.
1. Se entiende por edificación todo tipo de obras, instalaciones y construcciones 
(inclusive prefabricadas) susceptibles de soportar un uso que deba contar con licencia 
urbanística, sin perjuicio de los informes, dictámenes u otro tipo de pronunciamientos 
que fueran necesarios en razón a la legislación aplicable.
2. Edificaciones aisladas son aquellas que, tanto presentándose de forma independiente 
como agrupadas, no llegan a constituir un asentamiento, bien sea asentamiento 
urbanístico o constituyente del Hábitat Rural Diseminado, según la definición de los 
mismos contenida en el artículo 2 del anteriormente citado Decreto 2/2012.
CAPÍTULO II Normas mínimas de habitabilidad de las edificaciones aisladas en 
suelo no urbanizable
Artículo 4. Condiciones de accesibilidad de las edificaciones.
1. La edificación deberá estar situada de forma que se respeten las distancias mínimas, 
que en su caso pudieran exigirse por la normativa sectorial, respecto de otros usos que 
sean incompatibles con la propia edificación.
2. La edificación deberá disponer de acceso en condiciones de seguridad, así como 
reunir los requisitos de accesibilidad que sean requeridos por la normativa de aplicación 
en función del uso al que se destina.
Artículo 5. Impacto generado por las edificaciones.
	 Tanto las edificaciones como los usos y actividades que en ellas se desarrollen, 
no podrán ser generadoras de impactos que pongan en peligro las condiciones de 
seguridad, de salubridad, ambientales o paisajísticas de su entorno, en especial:
a) Afectar a las condiciones de estabilidad o erosión de los terrenos colindantes, ni 
provocar peligro de incendio.
b) Provocar la contaminación de la tierra, el agua o el aire.
c) Originar daños físicos a terceros o de alcance general.d) Alterar gravemente la 
contemplación del paisaje (el tratamiento y color de las fachada estará de acorde a la 
tipología rural predominando el color blanco en uso residencial) y de los elementos 
singulares del patrimonio histórico.
Artículo 6. Condiciones de seguridad de las edificaciones.
1. Las edificaciones deberán reunir las condiciones de resistencia y estabilidad estructural 
exigidas por la normativa de aplicación conforme al uso al que se destinan, sin que 
puedan encontrarse afectadas por lesiones que pongan en peligro a sus ocupantes o a 

terceras personas, o repercutan sobre los predios colindantes. En todo caso, deberán 
contar con medidas que garanticen la seguridad de las personas, bienes o enseres ante 
posibles riesgos por avenidas o escorrentías.
2. Las edificaciones deberán cumplir con las exigencias básicas de protección contra 
incendios conforme al uso al que se destinan, disponiendo de las medidas que eviten 
el riesgo de propagación interior y exterior del incendio y los medios de evacuación 
que sean precisos.
3. La utilización de las edificaciones no debe comportar riesgos físicos para los usuarios, 
disponiendo de medidas que eviten el riesgo de caída en huecos, terrazas y escaleras, 
así como otros riesgos previsibles, todo ello de acuerdo a la normativa que les sea de 
aplicación en función de su uso.
4. Las instalaciones de que dispongan las edificaciones deberán reunir las condiciones 
de uso y seguridad exigidas por la normativa de aplicación, sin que su funcionamiento 
pueda implicar riesgo alguno para las personas y usuarios.
Artículo 7. Condiciones mínimas de salubridad.
1. La edificación deberá reunir las condiciones de estanqueidad y aislamiento necesarias 
para evitar la presencia de agua y humedades que puedan afectar a la salud de las 
personas o a su correcto funcionamiento, así como disponer de medidas que favorezcan 
la ventilación y la eliminación de contaminantes procedentes de la evacuación de gases, 
de forma que se garantice la calidad del aire interior de la edificación.
2. La edificación deberá contar con un sistema de abastecimiento de agua que posibilite 
alcanzar la dotación mínima exigible en función del uso al que se destina.
Cuando el sistema de abastecimiento sea de carácter autosuficiente, distinto a la red 
de abastecimiento municipal, y realizado mediante pozos, aljibes, balsas u otros 
medios autorizados, éstos deberán reunir las condiciones exigidas por la normativa 
de aplicación y estar ubicados de forma que no exista peligro para la contaminación 
de las aguas. En todo caso, deberá quedar garantizada la potabilidad de las aguas para 
el consumo humano.
3. La edificación deberá contar con una red de evacuación de aguas residuales que 
se encuentre en buen estado de funcionamiento y conecte todos los aparatos que 
lo requieran, así como con un sistema de depuración que cuente con las garantías 
técnicas necesarias para evitar el peligro de contaminación del terreno y de las aguas 
subterráneas o superficiales. No podrá realizarse mediante pozos ciegos, debiendo los 
sistemas empleados estar debidamente homologados y ajustarse a lo establecido en 
la normativa de aplicación.
Artículo 8. Condiciones mínimas de habitabilidad y funcionalidad.
1. Las edificaciones deben contar con suministro de energía eléctrica (cuando se 
estime necesario según la actividad o uso al que se destine), bien sea a través de la 
red pública de distribución o mediante la utilización de sistemas de generación propia 
debidamente autorizados si procede, como pueden ser generadores, captadores solares, 
dispositivos eólicos, etc.
2. Cuando las edificaciones se destinen al uso residencial, además de todas las condiciones 
anteriores, deberán cumplirse las siguientes exigencias:
a) Las viviendas deberán contar con una superficie útil no inferior a 24 m², e incluir 
como mínimo una estancia que realice las funciones de estar y descanso, debiendo de 
constar en la misma una zona de dormitorio, un equipo de cocina y un cuarto de aseo, 
independientes. La zona de estar y la cocina podrán agruparse en una única estancia 
siempre y cuando el dormitorio se encuentre en una estancia independiente.
b) Las piezas habitables no pueden estar situadas en planta sótano y deberán estar 
independizadas de otros locales anexos de uso no compatible.
c) Ninguno de los espacios habitables puede servir de paso obligado a otros locales 
que no sean de uso exclusivo de los mismos. Se exceptúa de lo anterior la estancia 
que haga las funciones de estar, que podrá servir de paso a cualquiera de las otras 
estancias del edificio.
d) Todas las piezas habitables deben disponer de iluminación natural desde un espacio 
abierto exterior o patio de luces, excepto los cuartos de aseo y las dependencias auxiliares. 
Los huecos de iluminación deben tener una dimensión mínima de al menos 1/10 de la 
superficie útil de la pieza, con huecos practicables para ventilación de al menos 1/3 de 
la dimensión mínima. Los baños y aseos que no dispongan de huecos de ventilación 
directa al exterior, deben disponer de un sistema de ventilación forzada, con renovación 
continua de aire, o disponer de un sistema de ventilación mecánica.
e) Los patios deberán poseer las dimensiones adecuadas para permitir, de forma eficaz, 
la iluminación y ventilación de las dependencias que den a ellos.
f) La funcionalidad de las estancias debe posibilitar la inscripción de al menos un 
cuadrado de 2,40 x 2,40 m en la sala de estar y de 1,80 x 1,80 m en las zonas destinadas 
al descanso. Los aseos deberán tener una superficie mínima de 1,50 m².
g) Las alturas libres entre pavimentos y techos acabados deberán ser como mínimo de 
2,40 m y de 2,20 m en vestíbulos, pasillos y cuartos de aseo.
h) Toda vivienda deberá contar al menos con las siguientes instalaciones en condiciones 
de uso y seguridad:
- Red interior para dotar de suministro de agua a los aparatos sanitarios y electrodomésticos 
que lo requieran.
- Red interior para suministro de energía eléctrica a los puntos de consumo, conectada a 
la red general de suministro o mediante soluciones alternativas de autoabastecimiento, 
con tomas de tierra.
- Red interior de desagüe de aparatos sanitarios y, en su caso, electrodomésticos, 
disponiendo todos ellos de dispositivos sifónicos individuales o comunes.
i) Las viviendas deberán disponer de un equipo doméstico mínimo, constituido por 
aparatos sanitarios para baño o ducha, lavabo e inodoro, instalación de fregadero y 
espacios aptos para cocinar y lavar.
3. Cuando las edificaciones se destinen a un uso distinto del residencial vivienda, 
además de las condiciones establecidas en los artículos anteriores deberán contar con 
la autorización de uso de la administración competente en la materia, o bien cumplir 
con la normativa sectorial aplicable en razón de su uso.”.
	 Lo que se hace público para general conocimiento.
	 TARIFA, a 29 de mayo de 2013. EL ALCALDE, Juan Andrés Gil García. 
Firmado.						             Nº 38.440


